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D. Fco. Javier Ortega Campillo      
	   En Casas Ibáñez a 24 de febrero de dos mil catorce.
   En el Salón de Sesiones de la Casa Consistorial, se reúnen en PRIMERA convocatoria, los señores Concejales anotados al margen, excusando su asistencia los que igualmente constan. Para celebrar sesión Extraordinaria Urgente, bajo la Presidencia de la Sra. Alcaldesa  Dña. Carmen Navalón Pérez, asistiendo la Interventora Dña. María del Mar García García y el Secretario fedatario  D. Fco. Javier Ortega Campillo  que autoriza el acta.

   Declarada abierta y pública la sesión por la Presidencia, a las diecinueve horas, seis minutos,    dándose el quórum legal de asistencia de miembros se procede a examinar los asuntos incluidos en el Orden del día 




1.- RATIFICAR, EN SU CASO, LA URGENCIA DE LA CONVOCATORIA.- La Alcaldesa Dña. Carmen Navalón explica las razones de la convocatoria de la presente sesión y la urgencia de incluir en el orden del día los dos expedientes indicados: por lo que respecta a la propuesta de ordenación e imposición de contribuciones especiales, para poder tramitar el expediente antes del inicio de las obras, una vez que la Diputación Provincial ya nos ha comunicado la aprobación del proyecto y la incoación del procedimiento de contratación; en lo concerniente a la propuesta de interposición de recurso de inconstitucionalidad contra la Ley 27/2013, para cumplir con el plazo previsto para ello que finaliza el 28 de febrero. También se indica desde la Alcaldía que tuvo que convocar la sesión plenaria como urgente porque se le olvidó convocarla el día anterior, y que no pudo incluir los asuntos en la última sesión ordinaria porque todavía no estaba preparada toda la documentación.

A la vista de las explicaciones ofrecidas por la Alcaldía, por unanimidad de los Concejales de la Corporación se ratifica la urgencia de la convocatoria, de acuerdo con lo establecido en el artículo 79 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

2.- PROPUESTA DE ORDENACIÓN E IMPOSICIÓN DE CONTRIBUCIONES ESPECIALES EN RELACIÓN AL PROYECTO DE URBANIZACIÓN DE VÍAS PÚBLICAS DEL MUNICIPIO.- Visto el expediente y el dictamen emitido por la Comisión Informativa correspondiente, sin deliberación alguna, por unanimidad de los Concejales de la Corporación se adoptan los siguientes acuerdos:


PRIMERO.- Imponer contribuciones especiales para financiar el proyecto de urbanización de varias vías públicas de la localidad, incluido en el Plan Provincial de Obras de la Diputación Provincial de Albacete del año 2013, y que incluye la Calle Casas de Ves y Ctra. Alcalá del Júcar. Su establecimiento y existencia se legitima por el aumento de valor de los inmuebles urbanos del área beneficiada.


SEGUNDO.- Ordenar el tributo concreto para la determinación de sus elementos necesarios en la forma siguiente:


a) El coste de la obra soportado por el Ayuntamiento y afectado por este expediente asciende

a 17.463,80 euros.


b) Se fija la cantidad a repartir entre los beneficiarios en C/Casas de Ves de 14.922,67 euros, y en la Ctra. Alcalá del Júcar de 794,74 euros,  equivalente al 90 por 100 del coste soportado por el Ayuntamiento.


c) Se aplica como módulo de reparto exclusivamente los metros lineales de fachada en la Calle Casas de Ves y en la Ctra. Alcalá del Júcar el valor catastral de los inmuebles afectados.


d) Se aprueba la relación de sujetos pasivos y de cuotas individuales resultantes de aplicar a la cantidad a repartir entre los beneficiarios, el valor del módulo aplicable, que es la siguiente:

	CALLE :CASAS DE VES
	CANTIDAD PRESUPUESTO
	38.145,62 €
	APORTACIÓN MUNICIPAL: 
	13.623,44 €
	CANTIDAD REPARTIR
	12.261,09 €

	obras de urbanización  completa
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	TOTAL METROS:
	113,85 €
	€ / ml
	107,70 €

	NOMBRE Y APELLIDOS
	DOMICILIO FISCAL
	OBJETO TRIBUTARIO
	D.N.I.
	FACHADA

	o
	
	
	O
	

	DENOMINACIÓN SOCIAL
	
	
	N.I.F.
	

	 
	 
	 
	 
	MTS
	EUROS

	OBISPADO DE ALBACETE
	CL SALAMANCA, 10      02001 ALBACETE
	 CTRA ALCALÁ DEL JÚCAR, 5
	R 0200004
	J
	2,72
	292,93 €

	MANUEL GONZALEZ GARCIA
	CL TEATRO, 1, 1º 1ª 
	CL CASAS DE VES, 1 
	5061997
	L
	16,21
	1.745,74 €

	ANA CHILLERON VALIENTE
	CL ISABEL LA CATÓLICA, 17, 7º B 02002 ALBACETE
	CL CASAS DE VES, 7
	4945015
	S
	28,31
	3.048,85 €

	ANA CHILLERON VALIENTE
	CL ISABEL LA CATÓLICA, 17, 7º B 02002 ALBACETE
	CL CASAS DE VES, 4
	4945015
	S
	28,39
	3.057,46 €

	ANA CHILLERON VALIENTE
	CL ISABEL LA CATÓLICA, 17, 7º B 02002 ALBACETE
	CL CASAS DE VES, 6
	4945015
	S
	3,97
	427,55 €

	MATIAS VILLENA PEREZ Y VARIOS
	CL LA PAZ, 14
	CL CASAS DE VES, 3
	5050320
	A
	8,87
	955,26 €

	MATIAS VILLENA PEREZ Y VARIOS
	CL LA PAZ, 14
	CL CASAS DE VES, 5
	5050320
	A
	6,23
	670,94 €

	MATIAS VILLENA PEREZ Y VARIOS
	CL LA PAZ, 14
	CL CASAS DE VES, 2
	5050320
	A
	19,15
	2.062,36 €

	TOTALES
	 
	113,85
	12.261,09 €

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	CALLE :CASAS DE VES
	CANTIDAD PRESUPUESTO
	3.137,70 €
	APORTACIÓN MUNICIPAL: 
	1.120,61 €
	CANTIDAD REPARTIR
	1.008,55 €

	obras de urbanización  sin electricidad ni telefonía
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	TOTAL METROS:
	11,94 €
	€ / ml
	84,47

	NOMBRE Y APELLIDOS
	DOMICILIO FISCAL
	OBJETO TRIBUTARIO
	D.N.I.
	FACHADA

	o
	
	
	O
	

	DENOMINACIÓN SOCIAL
	
	
	N.I.F.
	

	 
	 
	 
	 
	MTS
	EUROS

	OBISPADO DE ALBACETE
	CL SALAMANCA, 10      02001 ALBACETE
	 CTRA ALCALÁ DEL JÚCAR, 5
	R 0200004
	J
	3,98
	336,15 €

	CONCEPCIÓN VERA GRIÑÁN
	CTRA ALBACETE, 27
	CTRA ALCALÁ DEL JÚCAR, 5, 2º, 2ª
	5062138
	E
	3,98
	336,15 €

	JOSEFA SAEZ MARTÍNEZ
	CL LA PAZ, 14
	CTRA. ALCALÁ DEL JÚCAR, 5, 1º 2ª
	74480566
	B
	3,98
	336,15 €

	TOTALES
	 
	11,94
	1.008,55 €

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	CALLE :CASAS DE VES
	CANTIDAD PRESUPUESTO
	5.142,77 €
	APORTACIÓN MUNICIPAL: 
	1.836,70 €
	CANTIDAD REPARTIR
	1.653,03 €

	obras de urbanización  sin acera
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	TOTAL METROS:
	23,47 €
	€ / ml
	70,43

	NOMBRE Y APELLIDOS
	DOMICILIO FISCAL
	OBJETO TRIBUTARIO
	D.N.I.
	FACHADA

	o
	
	
	O
	

	DENOMINACIÓN SOCIAL
	
	
	N.I.F.
	

	 
	 
	 
	 
	MTS
	EUROS

	MATIAS VILLENA PEREZ Y VARIOS
	CL LA PAZ, 14
	CL CASAS DE VES, 2
	5050320
	A
	23,47
	1.653,03 €

	TOTALES
	 
	23,47
	1.653,03 €


	CALLE :CTRA ALCALA DEL JÚCAR
	CANTIDAD PRESUPUESTO
	2.472,53 €
	APORTACION MUNICIPAL
	883,05 €
	CANTIDAD REPARTIR
	794,74 €

	TOTAL VALOR CATASTRAL:
	196.782,74 €
	
	
	
	€ / unidad v. catastral
	0,00404 

	NOMBRE Y APELLIDOS
	DOMICILIO FISCAL
	OBJETO TRIBUTARIO
	REF. CATASTRAL
	D.N.I.
	
	VALOR
	

	o
	
	
	
	
	O
	
	CATASTRAL
	EUROS

	DENOMINACIÓN SOCIAL
	
	
	
	
	N.I.F.
	
	
	

	HDOS. DE JUAN VILLENA AROCAS
	CTRA. ALCALÁ DEL JÚCAR, 5, 1º 2ª
	CTRA. ALCALÁ DEL JÚCAR, 5, BAJO 2
	2398909XJ3429N0001GF
	5076747
	A
	28.430,10
	114,82 €

	HDOS. DE JUAN VILLENA AROCAS
	CTRA. ALCALÁ DEL JÚCAR, 5, 1º 2ª
	CTRA. ALCALÁ DEL JÚCAR, 5, BAJO3
	2398909XJ3429N0002HG
	5076747
	A
	1.826,20
	7,38 €

	OBISPADO DE ALBACETE
	C/ SALAMANCA, 10  02001 ALBACETE
	CTRA ALCALÁ DEL JÚCAR, 7
	2398909XJ3429N0003JH
	R0200004
	J
	36.787,54
	148,57 €

	ÁNGEL CELADA RODRÍGUEZ
	C/ GENERAL VILLACAMPA, 4 A  02003 ALBACETE
	CTRA. ALCALÁ DEL JÚCAR, 5, 1, 1
	2398909XJ3429N0004KJ
	2499428
	H
	35.869,15
	144,86 €

	JOSEFA SAEZ MARTÍNEZ
	CTRA. ALCALÁ DEL JÚCAR, 5, 1º 2ª
	CTRA. ALCALÁ DEL JÚCAR, 5, 1º 2ª
	2398909XJ3429N0005LK
	74480566
	B
	29.000,30
	117,12 €

	MIGUEL GRIÑÁN GÓMEZ
	CTRA ALCALÁ DEL JÚCAR, 5, 2º 1ª
	CTRA ALCALÁ DEL JÚCAR, 5, 2º 1ª
	2398909XJ3429N0006BL
	74499929
	P
	35.869,15
	144,86 €

	CONCEPCIÓN VERA GRIÑÁN
	CTRA ALBACETE, 27
	CTRA ALCALÁ DEL JÚCAR, 5, 2º, 2ª
	2398909XJ3429N0007ZB
	5062138
	E
	29.000,30
	117,12 €

	TOTALES
	
	
	
	
	
	
	196.782,74
	794,74 €


TERCERO.- Exponer el procedimiento a información pública en el tablón de anuncios del Ayuntamiento y en el boletín oficial de la provincia durante treinta días, dentro de los cuales los interesados podrán examinar el expediente y presentar las reclamaciones que estimen oportunas; 

asimismo, durante este período de exposición el público, los propietarios o titulares afectados podrán constituirse en Asociación administrativa de Contribuyentes.


CUARTO.- Si no se producen reclamaciones, el acuerdo se considerará aprobado definitivamente, notificándose individualmente a cada sujeto pasivo las cuotas que correspondan, si fuese conocido su domicilio y, en su defecto, mediante edictos, pudiendo formular recurso de reposición ante el Ayuntamiento que podrá versas sobre la procedencia de las contribuciones especiales, el porcentaje del coste que deban satisfacer o las cuotas asignadas.

3.- PROPUESTA DE INTERPOSICIÓN DE RECURSO DE ANTICONSTITUCIONALIDAD CONTRA LA LEY 27/2013, DE 27 DE DICIEMBRE, EN DEFENSA DE LA AUTONOMÍA LOCAL.-  En primer lugar se concede el uso de la palabra al portavoz del Grupo Socialista, D. Emiliano Fernández, quien da lectura a la propuesta que se presenta, siendo el contenido íntegro de su intervención el siguiente:
EXPOSICION DE MOTIVOS

Los artículos 140 y 141 de la Constitución Española no sólo garantizan y protegen la existencia de municipios y provincias, sino que configuran ambas entidades integrando un nivel en la articulación territorial del Estado, atribuyendo a sus órganos, ayuntamientos y diputaciones, las funciones de gobierno y administración de municipios y provincias, al tiempo que legitiman sus políticas como expresión del pluralismo político y manifestación del principio democrático. La Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local invierte radicalmente esta interpretación. El Estado deja de ser garante de la autonomía para municipios y provincias y pretende pasar a impedir o dificultar la mejora y ampliación de la autonomía local por las Comunidades Autónomas. Son tres grandes bloques de contenidos de la Ley 27/2013 los que lesionan la garantía constitucional de la autonomía local: 

- El desapoderamiento competencial de los municipios con vulneración de la garantía constitucional de la autonomía local reconocida en los artículos 137 y 140 de la Constitución.

- La inclusión de mecanismos de tutela, condicionantes y controles de oportunidad con vulneración de la garantía constitucional de la autonomía local.
-Vulneración del principio democrático en el ámbito local.
Por todo ello propone al Pleno: 
PRIMERO.- Iniciar la tramitación para la formalización del conflicto en defensa de la autonomía local contra los artículos primero y segundo y demás disposiciones afectadas de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre de 2013, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local (BOE nº 312 de 30 de diciembre de 2013) de acuerdo al texto que se adjunta, según lo señalado en los arts. 75 bis y siguientes de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional.

SEGUNDO.- A tal efecto, solicitar Dictamen del Consejo de Estado, conforme a lo establecido en el art. 75 ter 3 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, por conducto del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, a petición de la entidad local de mayor población (art. 48 Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local), así como otorgar a dicha entidad la delegación necesaria.

TERCERO.- Facultar y encomendar a la Alcaldesa para la realización de todos los trámites necesarios para llevar a cabo los acuerdos primero y segundo y expresamente para el otorgamiento de escritura de poder tan amplio y bastante como en derecho se requiera a favor de la Procuradora Dña. Virginia Aragón Segura, col. nº 1040 del Ilustre Colegio de Procuradores de Madrid para que, en nombre y representación del Ayuntamiento de Casas Ibáñez de forma solidaria e indistinta, interponga conflicto en defensa de la autonomía local contra la ley 27/2013, de 27 de diciembre de 2013 (BOE nº 312 de 30 de diciembre de 2013), de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local siguiéndolo por todos sus trámites e instancias hasta obtener sentencia firme y su ejecución.


Después interviene la portavoz del grupo municipal popular, Dña. Ángeles López, para manifestar lo siguiente:

El pasado 19 de diciembre de 2013 se aprobó por las Cortes Generales la Ley 27/2013, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local, que tras su publicación en el Boletín Oficial del Estado del día 30 entró en vigor el 31 de diciembre de 2013. 

Este texto legal pretende asumir el reto de promover un nuevo modelo de Administración Local en el que se garantice la prestación de servicios públicos de calidad a los ciudadanos bajo parámetros de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. Marco de referencia derivado del artículo 135 de la Constitución Española, que debe inspirar el actuar de todas las Administraciones Públicas y, entre ellas, el de las Corporaciones Locales. 

Para ello, la Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local lleva a cabo diferentes modificaciones del régimen local que persiguen los siguientes objetivos:  

· Clarificar las competencias municipales para evitar duplicidades con las de otras Administraciones Públicas, de manera que se eviten los problemas de solapamientos competenciales entre Administraciones Públicas existentes hasta ahora. 

· Racionalizar la estructura organizativa de la Administración Local de acuerdo con los principios de eficiencia, estabilidad y sostenibilidad financiera, fortaleciendo el papel de las Diputaciones provinciales, a fin de generar un modelo de cooperación interterritorial que valore y actualice el papel del municipalismo, al tiempo que garantice una prestación adecuada de servicios y la financiación de los mismos. 

· Garantizar un control financiero y presupuestario acorde con las exigencias de buen gobierno propias de una democracia desarrollada. 

· Favorecer la iniciativa económica como elemento de impulso a la recuperación de la actividad económica del país y observando los necesarios requisitos de transparencia e información pública al ciudadano  en línea con los postulados derivados del Derecho de la Unión Europea. 

El desarrollo de las potencialidades que ofrece el nuevo marco legal constituye la responsabilidad de los gobiernos y administraciones locales. Como poderes públicos, las Corporaciones Locales somos las protagonistas e impulsoras de este cambio en el que, partiendo del nivel alcanzado en la prestación de la cartera de servicios y en nuestro papel de dinamizadores de la vida económica y social, el reto estriba en realizar estas actuaciones con una óptima gestión de los recursos públicos, circunstancia que nos permitirá seguir avanzando en nuestras tareas.  

Por todo lo anteriormente expuesto, el Grupo Municipal del Partido Popular en el Ayuntamiento de Casas Ibañez:

1º.- Manifestamos nuestra defensa y apoyo a la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local, en la medida que compartimos los objetivos de la misma. 

2º.- Asumimos el reto de la implementación de las medidas contempladas en la Ley 27/2013, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local,  con el fin de transformarnos en el nuevo modelo de Administración que diseña. 

3º.- Queremos garantizar a nuestros ciudadanos un modelo de sociedad del bienestar que consolide, organice y actualice la prestación de unos servicios de calidad con independencia de su lugar de residencia. 

4º.- No consideramos que la Ley de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local vulnere la autonomía de los entes locales reconocida en la Constitución, de hecho la FEMP ha tenido una participación muy activa en la elaboración de la Ley, que se ha adaptado en buena medida a las peticiones y aportaciones de los propios Ayuntamientos.

Por todo lo dicho, no apoyamos la propuesta de los grupos PSOE e IU para interponer recurso de anticonstitucionalidad de la  Ley 27/2013, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local.

En el marco de un objetivo de adecuar las competencias y la estructura de la Administración Local al principio de estabilidad presupuestaria previsto en el artículo 135 de la CE, y a lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril de Estabilidad Presupuestaria, la ley Potencia las Administraciones Locales, en cuanto Administraciones más cercanas al ciudadano.  Establece los mecanismos para garantizar la prestación de los servicios públicos locales y su sostenibilidad económica, que es la mejor garantía de su continuidad. 

Con tal finalidad,  

1. Clarifica y simplifica las competencias municipales para evitar duplicidades con las competencias de otras Administraciones bajo el principio de “una Administración, una competencia.  

2. Establece los mecanismos para que su estructura organizativa dé respuesta a la prestación de los servicios locales, teniendo en cuenta los principios de eficiencia y equilibrio financiero.  

3. Determina los mecanismos para garantizar un control financiero y presupuestario más riguroso.  

Todo ello,  

a. en el marco de las competencias básicas del Estado, como ha señalado el Consejo de Estado, con respeto a las competencias reconocidas a las CCAA en sus Estatutos de Autonomía, y con respeto a la autonomía municipal, constitucionalmente garantizada. 

b. como continuidad a las medidas adoptadas por el Gobierno en apoyo de la estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiara de las entidades locales y para evitar que las situaciones de desequilibrio que las han originado vuelvan a repetirse. 

c. En el contexto de las medidas de reforma estructural incluidas en el Plan Nacional de Reformas de Gobierno de España. 

* Clarifica y simplifica las competencias municipales para evitar duplicidades con las competencias de otras Administraciones bajo el principio de “una Administración, una competencia”. 

Las Administraciones Locales deberán centrar su actividad en determinadas actividades de su competencia, para lo cual se garantiza su financiación. Sólo podrán realizar otras (las comúnmente denominadas impropias) cuando quede garantizado que la estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera del municipio no se va a ver afectada y no hay duplicidades con otras Administraciones. 

Para ello: 

* Se acotan y clarifican las competencias propias de las CCLL (artículo 25) y los servicios de prestación obligatoria (artículo 26). 

* No podrán regularse competencias locales sin financiación (art. 25). La existencia de financiación condicionará también las delegaciones de competencias y convenios que puedan hacerse con Corporaciones Locales (artículo 27), con regulación de las garantías adecuadas para que se haga efectiva como la posibilidad de compensación y la renuncia a su ejercicio en el caso de que la financiación no se haga efectiva.  

* Se establecen mecanismos para facilitar que los servicios locales se presten de forma eficiente: 

* la obligación de la publicación del coste de los servicios, medida básica que facilitará una información al ciudadano que podrá ser comparada en términos de gestión de sus servicios y evaluación de sus representantes. 

* Se refuerza la función coordinadora de la prestación de servicios municipales de las Diputaciones Provinciales, en particular respecto de los municipios de menos de 20.000 habitantes para determinados servicios fundamentales. Todo ello con la conformidad de los municipios afectados, y el informe de la Comunidad Autónoma que ejerce su tutela financiera.  

Se establece un régimen transitorio para determinadas competencias pasen a ser ejercidas por las CCAA, de forma coordinada con las normas reguladoras del sistema de financiación autonómica y de las Haciendas Locales: 

* 5 años para las competencias en materia de gestión de la atención primaria de la salud. 

* 2 años para las competencias en materia de servicios sociales. 

* 6 meses para los servicios de inspección sanitaria. 

* La asunción por las CCAA de determinadas competencias educativas se difiere a lo que fijen las normas reguladoras del sistema de financiación autonómica y de las haciendas locales sin fijación de plazo. 

* Establece los mecanismos para que su estructura organizativa dé respuesta a la prestación de los servicios locales, teniendo en cuenta los principios de eficiencia y equilibrio financiero.
* Se establecer requisitos mínimos para la creación de municipios y medidas para fomentar su fusión de forma voluntaria por los municipios. 

* Todas las entidades dependientes de las Corporaciones Locales (mancomunidades, consorcios, y las entidades que conforman el sector público local) deberán acomodarse a los principios de la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, a fin de que pueda garantizarse la continuidad en la prestación de los servicios locales. 

Se establecen plazos razonables para que todas estas entidades puedan acomodarse a lo previsto en la ley, en especial para aquellas que prestan servicios públicos fundamentales. 

* Se suprime la posibilidad de crear nuevas entidades locales menores con personalidad jurídica propia. Se mantienen las existentes a la entrada en vigor de la Ley. 

* Se regulan las medidas a incluir en un Plan Económico Financiero o Plan de Ajuste que hayan de adoptar las CCLL para acomodarse a las exigencias de estabilidad presupuestaria. En este marco se prevé la colaboración de las Diputaciones provinciales con las Administraciones que ejercen la tutela financiera en la elaboración y seguimiento de las medidas contenidas en estos planes 

* Se establecen incentivos para la prestación asociada de servicios por los municipios para ahorrar costes y obtener una mayor eficiencia. 

* Se potencia la función de apoyo y representación de la FEMP, pudiéndose constituir en plataforma para la contratación centralizada de bienes y servicios locales. 

* Determina los mecanismos para garantizar un control financiero y presupuestario más riguroso. 

* Se favorece el equilibrio entre la responsabilidad política y la profesionalización de la Administración. En la reforma se delimitan las funciones de dirección de los políticos de las funciones estrictamente técnicas que deben ejercer los funcionarios. En particular, se fortalece la figura del funcionario local con habilitación de carácter nacional, y en particular sus funciones de intervención y control interno de las CCLL. Además se exige la condición de funcionario público para determinados puestos de carácter directivo. 

* Se refuerza el papel de las Administraciones que ejercen la tutela financiera en el control de la actuación de las CCLL. 

* Se regula un régimen retributivo más homogéneo y responsable para los miembros de las CCLL, el personal al servicio de las CCLL y directivos del sector público local. 

* Se limita el número de miembros de las corporaciones Locales con dedicación exclusiva así como el número del personal eventual. 

* Se regula el régimen de control de las entidades de composición mixta como los consorcios y mancomunidades, y la obligación de rendición de cuentas de las entidades los Aspectos a destacar frente a las críticas: 

La reforma local se ha tramitado de forma transparente y dialogada: la cuidada tramitación del proyecto ha sido destacada por el Consejo de Estado, en la que además de su publicación para general conocimiento, se ha dado audiencia a CCAA y entidades locales (a través de la Comisión Nacional de Administración Local). Además, en las Cortes Generales, los debates han dado lugar a la incorporación de numerosas enmiendas, recibiendo el apoyo final de Grupo Vasco y parte del Grupo mixto.   

No hay merma del principio democrático ni de la autonomía municipal. Al revés, se profundiza en la transparencia y eficiencia de la gestión de los servicios locales y se garantiza la participación de los municipios (en cales menores. 

particular en los de menos de 20.000 habitantes) en los mecanismos de coordinación con las Diputaciones Provinciales. 

Se refuerza el papel de los municipios al clarificar sus funciones y facilitar que puedan prestar los servicios básicos, eliminando actividades superfluas cuando se ponga en riesgo la sostenibilidad de la corporación. 

> No hay imposición de medidas desde el Estado: se propicia un marco de diálogo entre CCAA y municipios a través de marcos de colaboración, poniendo en valor el papel de las entidades locales en el desempeño de las competencias propias y delegadas. Se garantiza de este modo la prestación de servicios al ciudadano, y se materializa definitivamente el principio de lealtad interinstitucional. 

 No se vulneran las competencias de la CCAA en materia de régimen local y así se ha reconocido por el propio Consejo de Estado y se ha dictaminado en la Comisión General de Comunidades Autónomas del Senado. Además:  

o Se reconocen las singularidades propias de las CCAA con particularidades reconocidas en su Estatuto (además de reconocerse con carácter general, se contienen menciones expresas al País Vasco, Navarra, Baleares, Canarias, y Aragón) así como las especialidades de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, y las ciudades de Madrid y Barcelona.  

o Se reconoce la función de las CCAA en la definición de las competencias locales propias y delegadas, así como en el control del sometimiento a la estabilidad presupuestaria a través de la tutela financiera. 

 No se eliminan o privatizan servicios ciudadanos:  

o se establecen mecanismos para garantizar que los servicios se va a seguir prestando de forma sostenible, transparente y eficiente, con la garantía de que su desarrollo va a contar con financiación suficiente. 

o Se eliminan duplicidades con los servicios prestados por otras Administraciones públicas.  

o Se favorece la prestación de los servicios por las propias organizaciones municipales y no por entidades de ellas dependientes. 

o Se establecen adecuados periodos transitorios para que las Comunidades Autónomas asuman  determinadas competencias o establezcan mecanismos de colaboración con las CCLL para su ejercicio, garantizando su cobertura económica.  

> La necesidad de la reforma de la Administración Local resulta ineludible en el contexto de las reformas a acometer en el conjunto de Administraciones públicas. Así, 

o Fue una de las medidas anunciadas por el Presidente del Gobierno en el debate de investidura 

o lo ha reconocido expresamente el Consejo de Estado en la tramitación,  

o la medida ha sido incluida en el Plan Nacional de Reformas del Reino de España.  

o Los ahorros derivados de la aplicación de las medidas previstas se estiman en el entorno de los 8.000 millones de € hasta el año 2019. 

Otras medidas que muestran el compromiso del Gobierno con las CCLL: 

Desde el primer momento el Gobierno ha mostrado su vocación municipalista, con medidas de apoyo a las CCLL: 

* En el ámbito tributario,  

o Posibilidad de aplicar de manera transitoria y excepcional, durante los ejercicios 2012 y 2013, para los inmuebles urbanos de un incremento del tipo impositivo del IBI, de una manera progresiva, atendiendo a la antigüedad de la revisión catastral, y por lo tanto, a su adecuación al mercado (El incremento de recaudación para las Entidades Locales estimado ha sido de 918 millones de euros). Esta medida se ha prorrogado recientemente, para los años 2014 y 2015. 

o Plan de regularización catastral, estableciendo un procedimiento de regularización de los bienes inmuebles que permita su incorporación al Catastro Inmobiliario de manera ágil y operativa y la entrada en tributación 

* Plan de pago a proveedores. La cifra del Plan de Proveedores, en sus tres fases, asciende a casi 42.000 millones de euros, para pagar más de ocho millones de facturas a casi 330.000 proveedores de las administraciones territoriales: más de 30.000 millones para los proveedores de las CCAA y más de 11.500 millones para los proveedores de las entidades locales. 

* Medidas financieras para facilitar el acceso de las Corporaciones Locales a los mercados, flexibilizando las limitaciones para concertar operaciones de crédito. 

* Posibilidad del empleo del superávit presupuestario de las CCLL, de modo que aquellas que se encuentren en una posición financiera saneada puedan destinar una parte de aquel superávit a financiar inversiones. (nueva disposición adicional sexta de la LOEPSF incorporada por la LO 9/2013). 

* Medidas de apoyo financiero dirigidas a solventar la situación financiera negativa, estructural, en la que se encuentran algunos municipios, prevista en el Real Decreto-ley 8/2013, de 28 de junio, de medidas urgentes contra la morosidad de las administraciones públicas y de apoyo a entidades locales con problemas financieros. 

La Reforma Local se sitúa en la senda de racionalización administrativa adoptada por los propios Gobierno Locales. 

El sector corporaciones locales es el único que ha liquidado sus presupuestos generales de 2012 con superávit, que, al final, se ha concretado en el 0,22% del PIB. En la primera mitad del año 2013, según datos publicados por la Intervención General de la Administración del Estado, el conjunto de corporaciones locales presenta un superávit equivalente al 0,19% del PIB. 

El ajuste se está produciendo fundamentalmente por el lado del gasto.  Las corporaciones locales están empezando a renunciar a gastos que respondían a decisiones discrecionales que, quizás, no estaban respondiendo a auténticas demandas de los ciudadanos. 

En este sentido se puede tomar los ejemplos siguientes: 

* En cuanto a entes que componen el sector público local se ha producido una reducción de un 18% en el número de entes de 2010 a 2013 (a 17 de octubre de 2013), situándose, en cuanto a su número, en niveles análogos a los de 2000: 4.697. 

* Entre enero de 2012 y julio de 2013 el número de empleados públicos de las Entidades locales (Ayuntamientos, Diputaciones, Cabildos y Consejos Insulares), se ha reducido al pasar de 646.627 en 2011 a 549.010 con datos de julio de 2013, es decir, 97.617 empleados públicos (un 15,1%) menos .  


A continuación, el Concejal del grupo de Izquierda Unida, D. Joaquín Azorín, en su intención, afirma que tanto el Grupo Socialista como el Popular han utilizado los argumentos de sus respectivos partidos políticos en el asunto que nos ocupa, pero que él va a expresar su opinión al respecto, ya que se considera más libre, quizás por no estar afiliado a partido político alguno: considera que esta ley menoscaba la autonomía local, ya que se reducen las competencias de los Ayuntamientos cuando los mismos son las Administraciones más cercanas a los ciudadanos y también las más democráticas por la manera de ser elegidos sus miembros. Por tanto, estima que los Ayuntamientos deben tener más competencias y la autonomía financiera suficiente para poder ejecutarlas. Recuerda que la Ley 27/2013, por el contrario, confiere más competencias a las Diputaciones Provinciales, cuando son administraciones menos democráticas que los Ayuntamientos, ya que sus miembros son elegidos por los propios partidos políticos. También, incide en que la reforma afecta a los municipios de menos de 20.000 habitantes) y especialmente a los de menos de 5.000 habitantes, como es el caso de Casas Ibáñez, convirtiéndonos en una Administración “descafeinada”, con más controles, más tutelada, con más subordinación y menos competencias, a la que hay que tratar como si fuera menor de edad.

Finalmente el portavoz del grupo socialista D. Emiliano Fernández expresa la opinión de su grupo en el presente asunto:
Aprobada la Ley 27/2013 de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local se van a interponer distintos recursos ante el Tribunal Constitucional. La propuesta de recurso que presentamos hoy al Pleno para su debate y aprobación es el relativo al Conflicto en Defensa de la Autonomía Local, regulado en la Ley del Tribunal Constitucional. Se enmarca en el proceso de unión de un gran número de ayuntamientos (unos 3.500 que representan a 15 millones de ciudadanos) para acudir al citado Tribunal , y pedirle que paralice y anule la Ley de reforma de la Administración Local que el Gobierno del PP ha aprobado, a golpe de mayoría absoluta, en contra del resto de fuerzas políticas, e incluso de algunos ayuntamientos de su partido, y es que esta Ley  supone una lesión clara a la autonomía local que la Constitución y la Carta Europea de Autonomía Local garantizan. 

Con esta Ley, el Gobierno pretende quitar competencias al 95% de los ayuntamientos  (los de menos de 20.000 habitantes) y abre la puerta de la privatización de los servicios públicos, y hace caso omiso de las recomendaciones del Consejo de Estado que emitió un duro y crítico informe sobre la misma.

Estamos de acuerdo y así se ha manifestado que es necesaria una reforma de las administraciones locales, pero esta reforma no soluciona ninguna de las necesidades que tienen como clarificar competencias, evitar duplicidades, simplificar estructuras de la administración local o resolver los problemas de financiación que tenemos los Ayuntamientos. Y además pretenden que sea la Diputación provincial la que decida y coordine la prestación de servicios públicos como el abastecimiento domiciliario de agua potable, recogida de basuras, limpieza viaria, acceso a núcleos de población, pavimentación de las vías, tratamiento de residuos, y dejando que decida la Diputación si presta ella misma estos servicios o establece una gestión compartida a través de consorcios, mancomunidades u otras fórmulas dejando así la puerta abierta a la privatización.

Tampoco tienen en cuenta los principios de proximidad y de equidad en la prestación de estos servicios públicos, vulnera principios reconocidos en la Carta Europea de la Autonomía Local, no respeta las competencias de las Comunidades Autónomas reconocidas en los respectivos Estatutos de Autonomía y pone en peligro la prestación de los servicios sociales básicos que tanto necesitan los ciudadanos en estos momentos de dura crisis económica.

De este modo, provocará un daño en la autonomía local y la vida democrática municipal, privando a los alcaldes y concejales, elegidos por los ciudadanos, que son los propios vecinos de los municipios, la capacidad de decidir sobre los servicios públicos esenciales que les afectan directamente en su día a día, dejándolos en manos de las Diputaciones.

Establece mecanismos de tutela, condicionantes y controles de oportunidad por parte de otras administraciones que sitúan a las entidades locales en una posición de subordinación o dependencia jerárquica.

Y además, al establecer que, cuando el Pleno de la Corporación Local no alcance por mayoría en una primera votación la mayoría necesaria para la adopción de acuerdos como la aprobación de presupuestos, planes económico-financieros, planes de saneamiento o entrada de mecanismos de financiación extraordinarios, la Junta de Gobierno Local tendrá competencias para aprobarlos, queriendo así hurtar a la oposición el conocimiento, el control y la votación sobre temas de vital importancia para los Ayuntamientos, siendo un medida anticonstitucional.

Será la Diputación u otro Ayuntamiento quien diga qué vamos a pagar, cuánto, quién va a trabajar para el ayuntamiento (y en muchas ocasiones ese personal será de la capital y no del pueblo.) Será también la que tome las decisiones de muchas cosas del pueblo: mayores, biblioteca, casa de la cultura, centro social, guardería, impuestos, servicios, cultura, educación, comunicaciones, etc., sin tener en cuenta las necesidades y sus gentes. Y será en la Diputación donde tengamos que ir a resolver muchos de nuestros problemas, papeles, con el correspondiente gasto de viajes y tasas que nos impongan, etc. Como por ejemplo cualquier reclamación de un recibo de basuras, agua, depuradora tendrán que ir a la capital, y además la recaudación de esas tasas e impuestos serán para ellos, y con esto perdemos la parte de la administración más cercana a las personas que es el ayuntamiento. 

Deja de cumplir su papel de asistencia y apoyo para pasar incluso a poder  decidir la forma de prestación de servicios cuya competencia corresponde a estos municipios y recaudar las tasas correspondientes. La Diputación, órgano de elección indirecta, puede coordinar y decidir cómo presta un servicio en un municipio donde el presidente de la Diputación y el alcalde pueden ser “enemigos” políticos. Y con la palabra coordinar, que implica un plus de superioridad del ente que coordina sobre el coordinado, se le atribuye a la entidad con legitimidad democrática débil e indirecta un poder que si es ella la que determina cómo se presta un servicio, una entidad que no ha sido elegida por los ciudadanos, de qué sirven las elecciones municipales y qué medida de reacción tienen los ciudadanos. Rompe con un principio democrático básico que es la unión indisoluble entre poder y responsabilidad. Las Diputaciones en su papel de coordinación asumen la “vigilancia“ y supervisión en el ejercicio de la actividades y servicios delegados. Y en el caso que un ayuntamiento quiera gestionar mejor y más barato un servicio, deberá acreditarlo fehacientemente ante la intervención municipal.

La delegación de competencias se condiciona una vez más a la estabilidad presupuestaria; la evaluación se realiza siempre con criterios económicos, prevaleciendo la  estabilidad y sostenibilidad financiera sobre la necesidad de prestar servicios locales, y en ningún momento se aplican criterios de cohesión social o de igualdad de derechos de los ciudadanos, creando así ciudadanos de primera, de segunda y de tercera porque dependiendo de donde vivas tendrás más o menos servicios. Se realizará una fiscalización permanente limitando la autonomía municipal, aplicando el “coste efectivo”, no teniendo en cuenta la especificidad y diversidad de cada municipio, pudiendo suprimir servicios.

Y para terminar, nuestro partido a través de esta propuesta de recurso pedimos al Gobierno la retirada de este proyecto de Ley, porque no sirve para dar solución ni responder a los retos que tiene planteados la Administración Local, y porque lo único que va a traer la imposición de esta Ley es daño para el mundo local y para los ciudadanos que van a ver cómo el Gobierno abre la posibilidad de privatizar, entre otros, los servicios sociales, algo a lo que nos hemos opuesto y seguiremos oponiéndonos. Pero no solo nos limitamos a pedirle al Gobierno que retire esta Ley, sino que pedimos que hagan otro no impuesto, sino acordado entre todos, que dé una respuesta eficaz a las necesidades reales del ámbito local, marcando una clara delimitación de sus competencias y la financiación necesaria para prestar todos los servicios que de ellas se deriven, y para crear una estructura y un modelo de organización acorde con el siglo que vivimos, que aporte eficacia y ahorre costes.

Como resumen de los expuesto por el portavoz de su grupo, desde la Alcaldía se insiste en que la ley vulnera la autonomía municipal y atribuye a las Diputaciones Provinciales el ejercicio de competencias básicas que siempre han sido ejercidas por los Ayuntamientos, y se recuerda que esta iniciativa se va a  presentar en más de 3.000 Ayuntamientos de España.

La portavoz del Grupo Popular matiza que los Ayuntamientos que justifiquen que puedan presentar tales servicios a un coste menor que el de la Diputación podrán seguir prestándolos sin problema alguno. También incide en que la Federación Española de Municipios y Provincias, en la que están representados todos los Ayuntamientos de España, ha participado activamente en la redacción de la Ley.


La Alcaldesa Dña. Carmen Navalón insiste en que es el Partido Popular el que tiene la mayoría en la Federación de Municipios y Provincias, y en que hay muchos Alcaldes y Concejales del Partido Popular que están en contra de la misma.


Finalizadas las deliberaciones, se somete el asunto a votación, ofreciendo el siguiente resultado: 6 votos a favor (los Concejales de los grupos municipales socialista y de Izquierda Unida) y 5 votos en contra (los Concejales del grupo municipal popular).

Por tanto, por mayoría de los Concejales de la Corporación es aprobada la propuesta en los siguientes términos:

PRIMERO.- Iniciar la tramitación para la formalización del conflicto en defensa de la autonomía local contra los artículos primero y segundo y demás disposiciones afectadas de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre de 2013, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local (BOE nº 312 de 30 de diciembre de 2013) de acuerdo al texto que se adjunta, según lo señalado en los arts. 75 bis y siguientes de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional.

SEGUNDO.- A tal efecto, solicitar Dictamen del Consejo de Estado, conforme a lo establecido en el art. 75 ter 3 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, por conducto del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, a petición de la entidad local de mayor población (art. 48 Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local), así como otorgar a dicha entidad la delegación necesaria.

TERCERO.- Facultar y encomendar a la Alcaldesa para la realización de todos los trámites necesarios para llevar a cabo los acuerdos primero y segundo y expresamente para el otorgamiento de escritura de poder tan amplio y bastante como en derecho se requiera a favor de la Procuradora Dña. Virginia Aragón Segura, col. nº 1040 del Ilustre Colegio de Procuradores de Madrid para que, en nombre y representación del Ayuntamiento de Casas Ibáñez de forma solidaria e indistinta, interponga conflicto en defensa de la autonomía local contra la ley 27/2013, de 27 de diciembre de 2013 (BOE nº 312 de 30 de diciembre de 2013), de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local siguiéndolo por todos sus trámites e instancias hasta obtener sentencia firme y su ejecución.

No habiendo más asuntos que tratar, la Sra. Alcaldesa-Presidenta declaró terminada la Sesión a las diecinueve horas, treinta y tres minutos. De todo lo cual, yo, el Secretario, doy fe.

 

                                                 EL SECRETARIO 


                                                        Fco. Javier Ortega Campillo
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